ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / RECURSO DE APELACIÓN CONTRA SENTENCIA / CADUCIDAD DE LA ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / TÉRMINO DE CADUCIDAD DE LA ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA / LESIÓN A CIVIL / CONFLICTO ARMADO COLOMBIANO

De conformidad con lo previsto en el artículo 136 del C.C.A., la acción de reparación directa deberá instaurarse dentro de los dos años contados a partir del día siguiente “del acaecimiento del hecho, omisión u operación administrativa o de ocurrida la ocupación temporal o permanente del inmueble de propiedad ajena por causa de trabajos públicos”. En cuanto a la oportunidad para formular la presente acción indemnizatoria, advierte la Sala que ésta se interpuso dentro de los dos (2) años que establece el numeral 8 del artículo 136 del C.C.A., toda vez que la responsabilidad administrativa que se demanda se origina en las lesiones padecidas por el señor XXXX.

FUENTE FORMAL: CÓDIGO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO – ARTÍCULO 136 NUMERAL 8  

LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA / LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA / MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL / REPRESETACIÓN JUDICIAL DE LA POLICÍA NACIONAL 

Ahora bien, debe advertir la Sala que si bien en el libelo introductorio se señaló como parte demandada a la “NACION – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – POLICIA NACIONAL”, cuando quien estuvo implicado en los acontecimientos por los cuales se demandó, según se consignó en el acápite de hechos de la demanda, fue el Ejército Nacional, para la Sala resulta claro que se determinó  correctamente el centro de imputación en cabeza de la Nación - Ministerio de Defensa Nacional, puesto que dichos organismos y el Ministerio de Defensa Nacional representan a una misma y única persona jurídica: La Nación. No obstante que la Rama Ejecutiva - Ministerio de Defensa Nacional es parte del poder público de la misma persona jurídica Nación, es claro que cuando ésta resulta vinculada a un proceso como parte demandada, debe comparecer representada por el funcionario de mayor jerarquía de la Entidad que expidió el acto o produjo el hecho, que en este caso es el Ministro de Defensa, teniendo en cuenta que el hecho causante del daño antijurídico por el cual se reclama fue ocasionado por miembros de la Fuerza Pública, la que orgánicamente se ubica dentro de la estructura del Ministerio de Defensa Nacional. NOTA DE RELATORÍA: Al respecto, consultar sentencia de 3 de octubre de 2007, Exp.: 15985, C.P. Mauricio Fajardo Gómez. 

LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA POR PASIVA / LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA / MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL / REPRESETACIÓN JUDICIAL DE LA NACIÓN / CRITERIO ORGÁNICO

La representación de la Nación en los procesos en los que es citada como parte está determinada por el factor orgánico y no por el material o  por la naturaleza de la conducta demandada, de ahí que por mandato legal, la Nación deberá estar representada por el funcionario de mayor jerarquía de la entidad o del organismo del cual provino la actuación; al respecto prescribe el Código Contencioso Administrativo. (…) La persona jurídica “Nación” está representada por diversos funcionarios de las distintas ramas del poder público que despliegan las tradicionales funciones públicas legislativa, administrativa y jurisdiccional y de los órganos autónomos e independientes para el cumplimiento de las demás funciones del Estado -fiscalizadora y electoral entre otras-, tal y como lo establece el artículo 149 del Código Contencioso Administrativo, modificado por el artículo 49 de la Ley 446 de 1998. NOTA DE RELATORÍA: Al respecto, consultar sentencia de 18 de junio de 2008, Exp.: 70001-23-31-000-2003-00618-01(AP), C.P. Ruth Stella Correa Palacio, sentencia de septiembre 4 de 1997, Exp.: 10285, C.P. Ricardo Hoyos Duque y sentencia de 7 de diciembre de 2004, Exp. 14676 (0491), C.P. Alier E. Hernández Enríquez y de la Corte Constitucional, sentencias C-619 de 2002 y C-306 de 2004. 

FUENTE FORMAL: CÓDIGO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO – ARTÍCULO 149 / LEY 446 DE 1998 – ARTÍCULO 49 

RESPONSABILIDAD DEL ESTADO / TÍTULOS DE IMPUTACIÓN / IMPUTACIÓN JURÍDICA DEL DAÑO / CLÁUSULA GENERAL DE RESPONSABILIDAD / CRITERIO SUBJETIVO / CRITERIO OBJETIVO

En relación con la imputación jurídica del daño, debe decirse que la Sala Plena de la Sección, en sentencia de 19 de abril de 2012, unificó su posición para señalar que, al no existir consagración constitucional de ningún régimen de responsabilidad en especial, corresponde al juez encontrar los fundamentos jurídicos de sus fallos, por lo que los títulos de imputación hacen parte de los elementos argumentativos de la motivación de la sentencia. NOTA DE RELATORÍA: Al respecto, consultar sentencia de 19 de abril de 2012; Exp. 21515; C.P. Hernán Andrade Rincón. 

INEXISTENCIA DE FALLA EN EL SERVICIO / CONFLICTO ARMADO / RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR DAÑOS DERIVADOS DEL CONFLICTO ARMADO COLOMBIANO / CLÁUSULA GENERAL DE RESPONSABILIDAD – El hecho que no se acredite falla del servicio, no impide el análisis de la responsabilidad bajo la óptica de otro título de imputación / DAÑO ESPECIAL / RESPONSABILIDAD EXTRACONTRACTUAL POR DAÑO ESPECIAL / EJÉRCITO NACIONAL / GRUPOS AL MÁRGEN DE LA LEY

En efecto, el caudal probatorio recaudado en el proceso revela que en desarrollo de operaciones de registro y control se presentó una confrontación entre un grupo subversivo y las Fuerzas del orden (Ejército Nacional), sin que exista elemento de juicio alguno que permita entender que éstos últimos  irrumpieron de manera imprudente al lugar de los hechos, abriendo fuego contra las personas que se encontraban presentes, tal como se planteó en la demanda. No obstante lo que se deja dicho, la imposibilidad de encuadrar la responsabilidad bajo el título mencionado no impide a la Sala analizar el presente asunto bajo otras ópticas, como la del daño especial, pues ciertamente se encuentra acreditado que el daño por el cual se reclama tuvo lugar en el marco de la confrontación que se dio entre miembros del Batallón de Artillería No. 13 “General Fernando Landázabal Reyes” del Ejército Nacional y un grupo subversivo. (…) Este fundamento de responsabilidad, debe anotarse, tiene su elemento esencial determinante en la magnitud “anormal o especial” del daño que da lugar a la reclamación resarcitoria, independientemente de la naturaleza del hecho que lo causa. NOTA DE RELATORÍA: Al respecto, consultar sentencia de 30 de septiembre de 1949; C.P. Pedro Gómez Parra. 

INEXISTENCIA DE FALLA EN EL SERVICIO / CONFLICTO ARMADO / RESPONSABILIDAD DEL ESTADO POR DAÑOS DERIVADOS DEL CONFLICTO ARMADO COLOMBIANO / DAÑO ESPECIAL / EQUIDAD
En síntesis, con lo que se deja visto hasta aquí, puede afirmarse que el Consejo de Estado, ha entendido que la teoría del daño especial tiene su fundamento en la equidad, puesto que existen eventos en los cuales deberá el Estado entrar a reparar los perjuicios sufridos por los individuos pese a que ningún reproche merezca su actuación, siempre que el daño ostente características de anormalidad y especialidad. (…) En consecuencia, acreditado como está que las lesiones físicas del señor XXXX fueron causadas por un artefacto explosivo, en momentos en que se presentaba una confrontación entre las Fuerzas del orden y un grupo subversivo, en concordancia con los pronunciamientos atrás citados, la Sala encuentra que resulta irrelevante determinar la autoría del causante del daño para imputar responsabilidad al Estado, toda vez que su declaratoria en estos precisos eventos solo exige que el daño se produzca en el marco de un enfrentamiento en el que estén involucradas las fuerzas estatales, aspecto que, al estar suficientemente probado en el proceso, impone a la Sala la necesidad de declarar la existencia de responsabilidad en cabeza de la demandada, por cuanto la obligación indemnizatoria que se deduce proviene del imperativo de protección de la víctima en aplicación de los principios de justicia y equidad y, por cuanto para la víctima injustamente afectada, el daño irrogado entrañó un claro rompimiento de las cargas públicas que normalmente debían soportar. NOTA DE RELATORÍA: Al respecto, consultar sentencias de 28 de octubre de 1976, Exp. 1482; C.P. Jorge Valencia Arango, de 8 de agosto de 2002; Exp. 10952, C.P. Ricardo Hoyos Duque, de 7 de abril de 1994; Exp. 9261; del 3 de mayo de 2007, Exp. 16696, C.P. Enrique Gil Botero, sentencia de 12 de febrero de 2014, Exp. 28675, C.P. Hernán Andrade Rincón. 

INDEMNIZACIÓN DE PERJUICIOS / DAÑO MORAL / INDEMNIZACIÓN DEL PERJUICIO MORAL / REITERACIÓN JURISPRUDENCIAL PRESUNCIÓN DEL DAÑO MORAL / FUNCIÓN SATISFACTORIA / VÍNCULO PARENTAL O MARITAL / APLICACIÓN DE SENTENCIA DE UNIFICACIÓN / PÉRDIDA DE CAPACIDAD LABORAL / LESIONES A CIVIL / CONFLICTO ARMADO COLOMBIANO

Así pues, en relación con el perjuicio moral ha reiterado la jurisprudencia de la Corporación que la indemnización que se reconoce a quienes sufran un daño antijurídico tiene una función básicamente satisfactoria y no reparatoria del daño causado y que los medios de prueba que para el efecto se alleguen al proceso pueden demostrar su existencia pero no una medida patrimonial exacta frente al dolor, por lo tanto, corresponde al juez tasar la cuantía de su reparación, teniendo en cuenta la gravedad del daño causado al demandante. La magnitud del dolor puede ser apreciada por sus manifestaciones externas y por esto se admite para su demostración cualquier tipo de prueba. De igual forma es clara la actual posición adoptada por la Sección, en punto a señalar que en materia de lesiones se presume la aflicción moral tanto para la víctima directa, como frente a sus parientes cercanos, presunción que no distingue si  la lesión se considera grave o leve. NOTA DE RELATORÍA: Al respecto, consultar sentencia de 2 de junio de 2004, expediente: 14950, sentencia de 4 de octubre de 2007, Exp. 05001-23-31-000-1991-00789-01(15567). C.P. Enrique Gil Botero; Sentencia de 18 de marzo de 2010, Exp. 05001-23-31-000-1996-00145-01(18569), C.P. Enrique Gil Botero; Sentencia 25 de febrero de 2009, Exp. 18001-23-31-000-1995-05743-01(15793), C.P. Myriam Guerrero de Escobar y sentencia de 18 de agosto de 2014; Exp. 31170; C.P. Enrique Gil Botero.

INDEMNIZACIÓN DE PERJUICIOS / DAÑO A LA SALUD / PERJUICIO AUTÓNOMO / LESIONES A CIVIL / CONFLICTO ARMADO COLOMBIANO / DICTAMEN PERICIAL / PÉRDIDA DE CAPACIDAD LABORAL

En los términos expuestos, resulta pertinente referirse a las consideraciones de la Sala Plena de la Sección Tercera, en punto al contenido del perjuicio solicitado y su identificación con el daño a la salud como una tipología de perjuicio autónomo. NOTA DE RELATORÍA: Al respecto, consultar sentencia de 14 de septiembre de 2011; Exp. 38222; C.P. Enrique Gil Botero.

PERJUICIOS MATERIALES / PERJUICIO MATERIAL / LUCRO CESANTE / CONDUCTOR – Actividad acreditada / LUCRO CESANTE – Solo a la víctima directa / LUCRO CESANTE DEBIDO / LUCRO CESANTE FUTURO

En efecto, se encuentra demostrado, con fundamento en la certificación expedida por el Gerente de la Constructora Convesa Ltda., y con los testimonios (…) que el señor (…) desarrollaba una actividad productiva relacionada con la conducción de vehículos. De otra parte resulta importante aclarar que si bien en la demanda se solicitó que la indemnización correspondiente a perjuicios materiales fuera reconocida tanto para la víctima directa del daño como para su compañera permanente y quienes figuran como terceros damnificados, lo cierto es que, teniendo en cuenta que al señor xxxxx se le reconocerá el 100% de la indemnización que por lucro cesante le corresponde, no hay lugar a reconocer montos adicionales por ese mismo concepto con destino a los referidos demandantes 

PERJUICIOS MATERIALES / DAÑO EMERGENTE – No fue solicitado  

Comoquiera que en la demanda no se solicitó la indemnización por tal concepto, no se realizará pronunciamiento alguno al respecto.
ACCION DE REPARACION DIRECTA - Condena, accede. Caso lesiones físicas sufridas por un civil, conductor de vehículo de carga pesada, como consecuencia de artefacto explosivo en enfrenamiento militar entre Ejército Nacional y un grupo subversivo, en el Municipio de Guayabetal, Cundinamarca / ACCION DE REPARACION DIRECTA - Condena por rompimiento de cargas públicas. Deber de protección a la población civil / ACCION DE REPARACION DIRECTA - Aplicación de los principios de justicia y equidad
CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCIÓN TERCERA

SUBSECCIÓN A
Consejero ponente: HERNAN ANDRADE RINCÓN

Bogotá, D.C., veintisiete (27) de enero de dos mil dieciséis (2016).
Radicación número: 25000-23-26-000-1999-00448-01(30197)

Actor: YESID QUEVEDO JIMENEZ Y OTROS
Demandado: NACION - MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL - POLICIA NACIONAL
Referencia: ACCIÓN DE REPARACIÓN DIRECTA (APELACIÓN SENTENCIA)
Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante en contra de la sentencia proferida el día 15 de diciembre de 2004 por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Sala de Descongestión, mediante la cual se inhibió para resolver de fondo el asunto sometido a su conocimiento, al declarar probada de oficio la excepción de “falta de legitimación en la causa por pasiva de la Policía Nacional”.
I. ANTECEDENTES

1. Las pretensiones

Los señores YESID QUEVEDO JIMENEZ, EDIS NEY ARAGON SANCHEZ, esta última actuando en nombre propio y en representación de sus hijos menores de edad YURANI KATERINE VELASQUEZ ARAGON, JEISSON RICARDO y ALISSON TATIANA AVILA ARAGON; JOSE JOAQUIN QUEVEDO ROMERO, CLAUDINA JIMENEZ HERNANDEZ, ANA ELVIA, DORIS, BLANCA ZENAIDA, SATURNINO, JOAQUIN, JAIME y CARLOS ALBERTO QUEVEDO JIMENEZ, por intermedio de mandatario judicial debidamente constituido y en ejercicio de la acción de reparación directa enderezada en contra de la NACION – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – POLICIA NACIONAL, a la que señalaron como parte demandada, mediante libelo presentado el día 12 de febrero de 1999
, solicitaron que, previos los trámites de ley, con citación y audiencia de la demandada y del señor Agente del Ministerio Público, se declare la responsabilidad administrativa de aquella por la totalidad de los daños y perjuicios que, afirmaron, les fueron causados con motivo de las lesiones sufridas por el señor YESID QUEVEDO JIMENEZ, en hechos ocurridos el día 23 de marzo de 1998, en el sitio denominado “Monterredondo”, municipio de Guyabetal, departamento de Cundinamarca, producto del enfrentamiento armado entre la Fuerza Pública y grupos subversivos al margen de la ley.
Solicitaron los demandantes, consecuencialmente que, a título de indemnización, se reconociera en su favor, por concepto de indemnización de  perjuicios morales, una suma equivalente a mil (1000) gramos de oro fino para cada uno de ellos.
Solicitaron en la demanda, asimismo, por concepto de indemnización del “daño o perjuicio fisiológico”, una suma equivalente a dos mil (2000) gramos de oro fino para el señor YESID QUEVEDO JIMENEZ.
Finalmente, por concepto de indemnización de perjuicios materiales, pidieron  la suma global de ciento sesenta  millones de pesos ($160.000.000) a favor de los señores YESID QUEVEDO JIMENEZ, EDIS NEY ARAGON SANCHEZ, YURANI KATERINE VELASQUEZ ARAGARON, JEISSON RICARDO y ALISSON TATIANA AVILA ARAGON.

Como fundamentos de hecho de las pretensiones, narró la demanda lo siguiente:

· Que el día 23 de marzo de 1998 el señor YESID QUEVEDO JIMENEZ se desplazaba por el Municipio de Guayabetal – Cundinamarca, en desarrollo de su profesión como conductor de un vehículo de carga pesada.
· Que, a la altura de la zona denominada “Monterredondo”, el grupo subversivo de las FARC detuvo los vehículos que circulaban por el referido sector.

· Que, con posterioridad a tales hechos, el “Ejército Nacional” concurrió a la zona abriendo fuego indiscriminadamente contra todas las personas que se encontraban presentes en el lugar.

· Que, como consecuencia de tal proceder, el señor YESID QUEVEDO JIMENEZ resultó afectado en su integridad física por virtud de las esquirlas de una granada lanzada en la zona, hecho que motivó su inmediato traslado a un centro asistencial donde se le practicó una cirugía en el pulmón y en la pierna izquierda, permaneciendo internado por más de 25 días.
2. Trámite en primera instancia

La demanda así presentada fue admitida mediante auto del 1 de marzo de 1999
 y se ordenó su notificación al Ministro de Defensa Nacional, al Director de la Policía Nacional y al Ministerio Público.
La notificación a la Policía Nacional se realizó el 23 de junio de 1999
, la del Ministerio Público el 24 de marzo de la misma anualidad
.

La Policía Nacional contestó la demanda y se opuso a todas y cada una de las pretensiones
. Indicó, en síntesis, que lo alegado en la demanda no se ajustaba a los presupuestos exigidos para que se configurara la responsabilidad de la entidad por falla del servicio ni por responsabilidad objetiva y, que las lesiones padecidas por el señor QUEVEDO JIMNENEZ no fueron ocasionadas por una acción de la Policía Nacional, sino por la culpa de un tercero que lanzó el elemento explosivo en contra de las personas que estaban en el sitio de los hechos, lo cual constituye un eximente de responsabilidad.
Mediante auto de 14 de octubre de 1999
, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca abrió el proceso a pruebas y, concluido el período probatorio, mediante providencia de 29 de abril de 2004
, se corrió traslado a las partes para alegar de conclusión y al Ministerio Público para que, si lo consideraba pertinente, rindiera concepto de fondo, oportunidad procesal que utilizó la parte actora para reiterar los argumentos expuestos en la contestación de la demanda y hacer énfasis en que sus fundamentos fácticos fueron suficientemente demostrados, configurándose así los elementos que estructuran la responsabilidad del Estado
.

La Policía Nacional y el Ministerio Público guardaron silencio en esta etapa procesal.
3. La sentencia apelada

Cumplido el trámite legal correspondiente, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Sala de Descongestión, profirió sentencia el 15 de diciembre de 2004, mediante la cual declaró probada de oficio la excepción de falta de legitimación en la causa por pasiva respecto de la Policía Nacional, por lo que se inhibió para resolver sobre el fondo del asunto sometido a su conocimiento.

Para arribar a tal decisión, el Juzgador de primera instancia consideró, básicamente, que en el curso del proceso se vinculó y notificó del auto admisorio de la demanda únicamente a la Policía Nacional, entidad cuya naturaleza es distinta a la implicada en los hechos que motivaron la presente reclamación resarcitoria, esto es el Ejército Nacional, fuerza ésta que –según se afirmó-, ostenta autonomía administrativa e independencia patrimonial.
4. El recurso de apelación

Inconforme con la anterior providencia, la parte actora interpuso recurso de apelación, al considerar que “lo decidido por el a quo resultaba contrario a la realidad procesal, toda vez que en su fallo prescinde del proveído de fecha 2 de agosto de 2004, mediante el cual el mismo Tribunal de Cundinamarca resuelve una posible causal de nulidad por indebida notificación del demandado, en la cual explicó que la notificación efectuada a la Policía Nacional incluye o incorpora la notificación al Ministerio de Defensa Nacional de conformidad con lo dispuesto en la Resolución No. 13133 de 1997, por medio de la cual el citado ministerio delega la representación para efectos de notificaciones en cabeza del Secretario General de la Policía Nacional”.

En la sustentación del recurso, la parte demandante señaló que de conformidad con el acervo probatorio, el presente asunto encuadra dentro de los parámetros y requisitos jurisprudenciales de la responsabilidad del Estado por daño especial, dado que las heridas ocasionadas al señor QUEVEDO JIMENEZ tuvieron como causa directa el enfrentamiento armado sostenido entre las fuerzas del orden y subversivos, cuando el civil lesionado, conductor de un vehículo de carga, transitaba por una vía principal.

Del mismo modo señaló que se generó la responsabilidad del Estado bajo la figura de la falla del servicio, en consideración a la falta de seguridad, inteligencia y táctica militar que rodearon los hechos, con mayor razón cuando los subversivos llegaron hasta cercanías de la ciudad de Bogotá donde existen instalaciones de policía y batallones militares, pese a existir antecedentes de hechos similares.
5. Trámite en segunda instancia

El recurso de apelación se admitió mediante auto de 27 de mayo de 2005
. Una vez se dio traslado a las partes para presentar alegatos de conclusión y al Ministerio Público para que rindiera concepto, tanto las partes como el Ministerio público guardaron silencio
.
II. CONSIDERACIONES DE LA SALA

1. Competencia

La Sala es competente para conocer del recurso de apelación interpuesto por la parte demandante contra la sentencia proferida el 15 de diciembre de 2004 por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Sala de Descongestión, que declaró probada de oficio la excepción de falta de legitimación en la causa por pasiva y se inhibió de decidir el fondo del asunto, en proceso con vocación de doble instancia ante esta Corporación, pues la demanda se presentó el 12 de febrero de 1999
 y la pretensión mayor se estimó en $160.000.000
, suma correspondiente al monto de los perjuicios materiales, mientras que el monto exigido en el año 1999 para que un proceso adelantado en ejercicio de la acción de reparación directa tuviera vocación de doble instancia, era de $18.850.000

2. El ejercicio oportuno de la acción.

De conformidad con lo previsto en el artículo 136 del C.C.A., la acción de reparación directa deberá instaurarse dentro de los dos años contados a partir del día siguiente “del acaecimiento del hecho, omisión u operación administrativa o de ocurrida la ocupación temporal o permanente del inmueble de propiedad ajena por causa de trabajos públicos”.

En cuanto a la oportunidad para formular la presente acción indemnizatoria, advierte la Sala que ésta se interpuso dentro de los dos (2) años que establece el numeral 8 del artículo 136 del C.C.A., toda vez que la responsabilidad administrativa que se demanda se origina en las lesiones padecidas por el señor YESID QUEVEDO JIMENEZ, en hechos ocurridos el  23 de marzo de 1998 y como quiera que la demanda se interpuso el 12 de febrero de 1999, se impone concluir que la misma se interpuso oportunamente.
3. El centro de imputación en el caso concreto
Previo a abordar el análisis de fondo, resulta necesario señalar que el recurso de apelación interpuesto por la parte demandante está encaminado a que se revoque la sentencia de primera instancia, por considerar que la notificación efectuada a la Policía Nacional incluye o incorpora al Ministerio de Defensa Nacional, de conformidad con lo dispuesto en la Resolución No. 13133 de 1997, por medio de la cual el citado ministerio delegó la representación para efectos de notificaciones en cabeza del Secretario General de la Policía Nacional, circunstancia que -en sentir del apelante-, no genera incertidumbre en cuanto a eventuales inconvenientes y pleitos que llegaran a suscitarse en la etapa de ejecución o cumplimiento de la sentencia.
Tal aserto no fue acogido por el a quo al considerar que no se demostró que algún servidor de la Policía Nacional tuviera participación en los hechos que dieron origen al proceso, sin que fueran suficientes para concluir tal cosa simples conjeturas sin respaldo probatorio, irregularidad que -a su juicio-, configura la excepción de falta de legitimación en la causa por pasiva.
Ahora bien, debe advertir la Sala que si bien en el libelo introductorio se señaló como parte demandada a la “NACION – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – POLICIA NACIONAL”, cuando quien estuvo implicado en los acontecimientos por los cuales se demandó, según se consignó en el acápite de hechos de la demanda, fue el Ejército Nacional, para la Sala resulta claro que se determinó  correctamente el centro de imputación en cabeza de la Nación - Ministerio de Defensa Nacional, puesto que dichos organismos y el Ministerio de Defensa Nacional representan a una misma y única persona jurídica: La Nación
.
No obstante que la Rama Ejecutiva - Ministerio de Defensa Nacional es parte del poder público de la misma persona jurídica Nación, es claro que cuando ésta resulta vinculada a un proceso como parte demandada, debe comparecer representada por el funcionario de mayor jerarquía de la Entidad que expidió el acto o produjo el hecho, que en este caso es el Ministro de Defensa, teniendo en cuenta que el hecho causante del daño antijurídico por el cual se reclama fue ocasionado por miembros de la Fuerza Pública, la que orgánicamente se ubica dentro de la estructura del Ministerio de Defensa Nacional.

La representación de la Nación en los procesos en los que es citada como parte está determinada por el factor orgánico y no por el material o  por la naturaleza de la conducta demandada, de ahí que por mandato legal, la Nación deberá estar representada por el funcionario de mayor jerarquía de la entidad o del organismo del cual provino la actuación; al respecto prescribe el Código Contencioso Administrativo
:

“Artículo 149. Modificado. Ley 446 de 1998, art. 49. Las entidades públicas y las privadas que cumplan funciones públicas podrán obrar como demandantes, demandadas o intervinientes en los procesos Contencioso Administrativos, por medio de sus representantes, debidamente acreditados. Ellas podrán incoar todas las acciones previstas en este Código si las circunstancias lo ameritan.
En los procesos Contencioso Administrativos la Nación estará representada por el Ministro, Director de Departamento Administrativo, Superintendente, Registrador Nacional del Estado Civil, Fiscal General, Procurador o Contralor o por la persona de mayor jerarquía en la entidad que expidió el acto o produjo el hecho.
El Presidente del Senado representa a la Nación en cuanto se relacione con el Congreso. La Nación-Rama Judicial estará representada por el Director Ejecutivo de Administración Judicial.
En los procesos sobre impuestos, tasas o contribuciones, la representación de las entidades públicas la tendrán el Director General de Impuestos y Aduanas Nacionales en lo de su competencia, o el funcionario que expidió el acto
PARAGRAFO 1°. En materia contractual, intervendrá en representación de las dependencias a que se refiere el artículo 2°, numeral 1, literal b) de la Ley 80 de 1993, el servidor público de mayor jerarquía en éstas.
PARAGRAFO 2°. Cuando el contrato haya sido suscrito directamente por el Presidente de la República en nombre de la Nación, la representación de ésta se ejerce por él o por su delegado.” (Se destaca)

Desde esta perspectiva se advierte que en el sub judice se cumplió  a cabalidad con el presupuesto de la legitimación en la causa por pasiva, en cuanto los actores dirigieron la demanda contra la Nación, representada por el Ministerio de Defensa Nacional, el cual tiene vocación jurídica para obrar como parte demandada en este tipo de procesos.
En efecto, como advierte la doctrina, el Estado Colombiano está constituido por un conjunto de personas jurídicas de derecho público que ejercen las distintas manifestaciones del poder público -funciones públicas- y dentro de tales personas se encuentra la Nación que “es la persona jurídica principal de la organización estatal en la cual se centraliza el conjunto de dependencias  que ejercen las funciones públicas esenciales propias del Estado Unitario”
. Así lo previó de vieja data el ordenamiento jurídico colombiano al reconocer que la Nación es una persona jurídica a la cual pertenecen múltiples entidades y dependencias de las distintas ramas del poder público y de los entes autónomos
.
La persona jurídica “Nación” está representada por diversos funcionarios de las distintas ramas del poder público que despliegan las tradicionales funciones públicas legislativa, administrativa y jurisdiccional y de los órganos autónomos e independientes para el cumplimiento de las demás funciones del Estado -fiscalizadora y electoral entre otras-, tal y como lo establece el artículo 149 del Código Contencioso Administrativo, modificado por el artículo 49 de la Ley 446 de 1998
.
Al respecto, la jurisprudencia de la Sección ha dicho
:

 “Ocurre, sin embargo, que esta persona jurídica (la Nación) está representada por diversos funcionarios según la rama del poder público o la dependencia u órgano que deba concurrir al proceso porque ‘los actos administrativos, los hechos, las operaciones administrativas y los contratos administrativos y privados con cláusula de caducidad de las entidades públicas’ que juzga la jurisdicción de lo contencioso administrativo (art. 83 C.C.A.) les sean atribuibles de manera directa, de acuerdo con las previsiones contenidas en el artículo 149 C.C.A.
Podría afirmarse que el centro genérico de imputación  -Nación-  es una persona jurídica unitaria y como tal, para efectos procesales, considerada parte, sólo que en cuanto a su representación esa imputación se particulariza teniendo en cuenta la rama, dependencia u órgano al que, específicamente para los efectos de la responsabilidad extracontractual del Estado, se le atribuya el hecho, la omisión, la operación administrativa o la ocupación causante del daño indemnizable (art. 86 C.C.A.).

En igual dirección, la jurisprudencia constitucional ha considerado
:
“3. El fundamento de la responsabilidad patrimonial del Estado y de sus agentes.

3.1. El Estado, como organización socio-política y estructura jurídica del poder público, para los efectos de cumplir y realizar sus fines, se desenvuelve en el orden institucional a través de un conjunto de órganos, dirigidos, coordinados y manejados por personas naturales que ostentan la calidad de agentes, funcionarios o autoridades públicas, cuyos actos relacionados con el servicio son imputables directamente al ente político estatal, representado en cada caso por sus entidades u organismos del nivel central y descentralizado. Esto último, en razón a que el Estado se concibe como un ente ficticio impedido para obrar directamente por carecer de entidad material, debiendo hacerlo entonces por intermedio de las instituciones públicas que lo conforman, a quienes en razón de sus objetivos constitucionales la propia Carta Política y las leyes le reconoce la respectiva personalidad jurídica.
3.2. El reconocimiento de la personalidad jurídica a los órganos constitucionales del Estado, permite y facilita su sometimiento al orden institucional en los mismos términos en que se encuentran los demás sujetos de derecho -personas naturales y jurídicas de derecho privado-, haciéndolo particularmente responsable por las acciones u omisiones de quienes legalmente lo integran y representan. En este sentido, la personalidad jurídica y política reconocida a los órganos del Estado, fundada en los principios de la representación y del mandato, no sólo le confieren a este último capacidad y cierto grado de libertad para desarrollar y ejecutar sus actos, sino que también configura un centro de imputación jurídica, que le permite a los asociados formular en su contra las pretensiones de responsabilidad contractual y extracontractual, las cuales constituyen una garantía constitucional de las personas frente a los daños antijurídicos que puedan causar los distintos órganos estatales en el ejercicio de los poderes de gestión e intervención.”

En este punto, de cara al argumento expuesto en el recurso de apelación, ha de decirse que existe absoluta claridad en cuanto a que la Nación es una sola persona jurídica, capaz de comparecer a juicio y que, de conformidad con la ley, su representación debe ser ejercida por el funcionario de mayor jerarquía en el área de la cual provino la actuación que dio lugar a la formulación de una demanda. Teniendo en cuenta lo anterior, se tiene que la representación de la Nación radica en el ministro del ramo o en sus delegados, de tal manera que, en asuntos de defensa nacional, aquella radica en el Ministro de la Defensa, independientemente de la Fuerza Pública  a  la  cual  se  le  imputen  los hechos de la demanda, pues, al carecer de personería jurídica, el Ejército, la Policía, la Armada y la Fuerza Aérea, mal puede asumirse que sean instituciones independientes o autónomas respecto de la Nación
.
Ahora bien, de acuerdo con lo dispuesto en las Resoluciones No. 06162 de 1993 y 10729 de 1997
, el Ministerio de Defensa, en ejercicio de las facultades de delegación previstas en el artículo 21 del entonces vigente Decreto Ley 1050 de 1968
 y del artículo 29 del Decreto 2304 que modificó el artículo 150 del Código Contencioso Administrativo, delegó la facultad para notificarse de las demandas formuladas en contra de la Nación - Ministerio de Defensa Nacional - Fuerza Pública en los Comandantes del Ejército y de la Policía Nacional, así, cuando la Nación interviene en un proceso judicial por un asunto relacionado con la defensa nacional lo debe hacer a través del Ministro de la Defensa o sus delegados en cada una de las instituciones que integran la Fuerza Pública, quienes actúan en nombre de la Nación-Ministerio de Defensa y no de la fuerza a la que pertenezcan.

Así las cosas, la Sala considera que sobre este aspecto el recurso formulado, tiene vocación de prosperidad, por lo que se impone examinar de acuerdo con las pruebas obrantes en el proceso, si el Ministerio de Defensa Nacional es responsable por los hechos narrados en la demanda.

4. El caudal probatorio obrante en el expediente.
Dentro de la respectiva etapa procesal y con el lleno de los requisitos legales se recaudaron los siguientes elementos probatorios:

- Copia auténtica de la historia clínica No.1966
 del señor YESID QUEVEDO JIMENEZ, aportada a petición del Tribunal a quo, por “Inversiones Clínica Martha Ltda.”, en la que se indicó (se cita el texto tal cual aparece en el expediente, inclusive los errores):
“Paciente quien sufrió lesiones múltiples por explosión de granada el 23 de marzo de 1998, presentando perforación timpánica bilateral, tiene pendiente cirugía de ambos oídos timpanoplastia, tiene audiometrías tomadas en este centro ant pat:  neg ORL: Sinusitis crónica tratada medicamente.
“(…)

“Impresión Diagnostica: FRACTURA ABIERTA DE TIBIA Y PERONE EN MIEMBRO SUPERIOR IZQUIERDO - PERFORACION TIMPANICA DERECHA – SECUELAS DE TRAUMA OTICO BILATERAL – HIPOACUSIA A ESTUDIO.

 TIMPANOPLASTIA DERECHA + EXTRACCIÓN DE CUERPO EXTRAÑO (ESQUIRLA) DE PABELLON AURICULAR DERECHO”.

- Certificación expedida el 25 de septiembre de 2000
, por el Comandante de la Séptima Brigada del Ejército Nacional, con sede en Villavicencio - Meta, en la cual manifestó lo siguiente (se cita el texto tal cual aparece en el expediente, inclusive los errores):
“En el archivo del mes de marzo de 1998 se encontró en el libro Diario Operacional del B3 de la Séptima Brigada, la información que transcribo a continuación respecto a los hechos ocurridos en el sitio Monterredondo. 

2316:00 – MARZO-98              RETEN GUERRILLERO

Bandoleros de la cuadrilla 53 y la columna CHE GUEVARA de las FARC efectuaron un retén por espacio de dos horas aproximadas en el sitio MONTEREDONDO Municipio del CALVARIO, vía que de Villavicencio conduce a Bogotá, en los hechos fueron secuestradas 20 personas, asesinados un soldado y 2 civiles”.

- Copia simple del informe de los hechos
 presentado al Comandante de la Quinta División del Ejército Nacional por el Comandante del Batallón de Artillería No. 13 “General Fernando Landázabal Reyes”, en el cual se manifestó (se cita el texto tal cual aparece en el expediente):
“Mediante oficio No. 4441-BR-13-BALAN-DH-725 el Comando del Batallón de Artillería No. 13 “General Fernando Landazabal Reyes”, a quien le corresponde en su jurisdicción el sitio Monte Redondo y el Municipio de Guayabetal, manifiesta que el día 23 de marzo de 1998 en el sitio denominado los Túneles, Municipio de Guayabetal, tropas de esa unidad táctica, en desarrollo de operaciones de registro y control militar de área, entró en contacto con integrantes de la Ont-Farc, momento en el cual este grupo al margen de la ley retenía ilegalmente los vehículos que circulaban por la vía, quienes al ver la presencia de la tropa dispararon en forma indiscriminada asesinando e hiriendo el siguiente personal:

Personal Civil Asesinado

JESUS DAVID PUENTES ROJAS          CC. 17´317.627 de Villavicencio 

FELIX PACHECO BELTRAN                  CC. 14´228.817 de Ibague

Personal Militar Asesinado

S.L CASTILLO PARDO GERMAN

Personal Civil Herido

LEIDI ANDREA MOCETÓN

JAIME ENRIQUE MOCETÓN

PASTORA DUSSAN

CARLOS EDUARDO SUAREZ

OLGA INES FERRO

YESID QUEVEDO JIMENEZ

Personal Militar Herido

CP RODRIGUEZ CASTILLO ALDUBAR

SL. ROJAS UMAÑA CARLOS

SL. HERNANDEZ VARGAS RAMIRO”.

5.- Responsabilidad patrimonial del ente demandado.

Acreditado, como está el daño alegado por la parte actora, consistente en las lesiones físicas que padeció el señor YESID QUEVEDO JIMENEZ, causadas por un instrumento explosivo en momentos en que se presentaba una confrontación entre las Fuerzas del orden y un grupo subversivo que retenía ilegalmente los vehículos que circulaban por la vía que de Villavicencio conduce a Bogotá, lesiones que le ocasionaron una incapacidad médica permanente parcial del 15.85% y como secuela  el “acortamiento anatómico funcional de 19 mm del miembro inferior izquierdo”
, corresponde en este punto establecer si tales daños le resultan imputables a la demandada.
El sistema de responsabilidad patrimonial del Estado Colombiano en sede judicial  tradicionalmente ha consultado un régimen subjetivo, el de falla en el servicio, evento en el cual, además de la demostración de la existencia de un daño, se  exige para su imputación que ese menoscabo haya sido causado por acción u omisión predicable de las entidades estatales y que dicha conducta resulte anómala o desconocedora del ordenamiento jurídico.

No obstante lo anterior, paralelamente a dicho régimen,  la Sección Tercera de esta Corporación también ha aceptado la posibilidad de condenar patrimonialmente al Estado bajo enfoques objetivos, como es el caso de los que se derivan del riesgo excepcional o de la noción de daño especial, en los cuales el estudio no se centra en la naturaleza de la conducta estatal -la cual en muchas ocasiones se muestra acorde a derecho- sino que comporta el análisis en torno a precisar si el daño sufrido por el asociado se muestra como un desequilibrio injustificado en las cargas públicas que deben soportar normalmente las personas por el hecho de vivir en sociedad.
En la teoría del riesgo excepcional, el factor de imputación recae sobre el riesgo grave y anormal al que el Estado expone a los administrados, que trae como consecuencia una ruptura del equilibrio en el reparto de las cargas públicas, circunstancia que compromete la responsabilidad del Estado. En virtud de ese título de imputación, el demandante tiene la obligación de probar la ocurrencia del daño, así como  que éste provino de la concreción del riesgo al que fue expuesto, para que –establecidas esas premisas- se pueda deducir la responsabilidad patrimonial del Estado, sin entrar a analizar la licitud de la conducta del Estado que, para el efecto, resulta irrelevante.
El otro título de imputación de estirpe objetivo, denominado por la jurisprudencia como  de  daño especial,  traslada el estudio de la imputación, valga la redundancia, al daño mismo desde la perspectiva de la víctima, para deducir si la no reparación del perjuicio causado llegaría a configurar un atentado directo contra los principios constitucionales de justicia, solidaridad y equidad.
En relación con la imputación jurídica del daño, debe decirse que la Sala Plena de la Sección, en sentencia de 19 de abril de 2012
, unificó su posición para señalar que, al no existir consagración constitucional de ningún régimen de responsabilidad en especial, corresponde al juez encontrar los fundamentos jurídicos de sus fallos, por lo que los títulos de imputación hacen parte de los elementos argumentativos de la motivación de la sentencia.
Ahora bien, según se expuso en la demanda, las lesiones padecidas por el señor YESID QUEVEDO JIMENEZ se habrían producido como consecuencia de la falla en el servicio, en que habría incurrido la entidad demandada por la falta de seguridad, inteligencia y táctica militar que rodearon los hechos, pues el Ejército Nacional concurrió a la zona abriendo fuego indiscriminadamente contra todas las personas que se encontraban presentes en el lugar.
No empero, la visión que animó el planteamiento de la parte actora, ha de decirse con toda claridad que con el material probatorio allegado al expediente resulta imposible para la Sala estructurar la responsabilidad deprecada a título de falla en el servicio en este caso, como quiera que, si bien es cierto los miembros de la Fuerza Pública deben estar capacitados para resolver satisfactoriamente situaciones como la que enfrentaban en este evento, no es menos cierto que para deducir la falla en el servicio ha de contarse con los elementos de prueba mínimos que permitan entender que los militares actuaron de manera defectuosa en el cumplimiento de sus funciones  o  que durante la prestación del servicio desatendieron los procedimientos de rigor -para los cuales han sido preparados-aspectos éstos  que en el presente caso no fueron demostrados.

En efecto, el caudal probatorio recaudado en el proceso revela que en desarrollo de operaciones de registro y control se presentó una confrontación entre un grupo subversivo y las Fuerzas del orden (Ejército Nacional), sin que exista elemento de juicio alguno que permita entender que éstos últimos  irrumpieron de manera imprudente al lugar de los hechos, abriendo fuego contra las personas que se encontraban presentes, tal como se planteó en la demanda.
No obstante lo que se deja dicho, la imposibilidad de encuadrar la responsabilidad bajo el título mencionado no impide a la Sala analizar el presente asunto bajo otras ópticas, como la del daño especial, pues ciertamente se encuentra acreditado que el daño por el cual se reclama tuvo lugar en el marco de la confrontación que se dio entre miembros del Batallón de Artillería No. 13 “General Fernando Landázabal Reyes” del Ejército Nacional y un grupo subversivo.
Este fundamento de responsabilidad, debe anotarse, tiene su elemento esencial determinante en la magnitud “anormal o especial” del daño que da lugar a la reclamación resarcitoria, independientemente de la naturaleza del hecho que lo causa. Así lo explicó esta Corporación en sentencia del año 1949, que hoy se reitera:

“El Estado en ejercicio de su soberanía puede en veces afectar los derechos de los particulares, pero si esa afectación es igual para todos los individuos que se encuentran en las mismas condiciones no hay violación de la justicia distributiva que justifique jurídicamente la responsabilidad. Es por tanto característica de la responsabilidad del Estado que el daño sea especial, lo que ocurre según Bonnard, cuando en una categoría dada de individuos, colocados en una misma situación, el daño no afecta sino a uno o algunos de ellos, pues si todos los que se hallen en estas situaciones son o pueden ser afectados por el daño, el individuo se encuentra en presencia de una carga pública, como lo son, por ejemplo: los inconvenientes normales de vecindad que todo propietario debe soportar por el hecho de las propiedades vecinas. El daño debe ser, por tanto excepcional y anormal, porque la responsabilidad no proviene de la naturaleza del hecho que cause el daño, sino del carácter singular o excepcional del daño ocasionado”
 -negrilla fuera de texto-.

Por fuerza de las razones que se dejan destacadas es por lo que la Sección siempre ha sostenido el carácter excepcional y residual de esta teoría, en tanto sólo resulta aplicable a eventos que, de analizarse a la luz de los regímenes comunes de responsabilidad, culminarían en un fallo absolutorio, pero, a la vez, notoriamente inicuo. En efecto, así lo explicó la Sección en fallo de 1989:

“Esta teoría se aplica de manera excepcional y por equidad, precisamente porque es subsidiaria, de modo que ha de recurrirse a ella tan sólo en eventos en los que el caso concreto examinado no logre su encasillamiento dentro de los otros regímenes de responsabilidad y se aprecie por el sentenciador que esa ausencia de tipicidad, si así puede decirse, comporta vulneración injustificada del principio de equidad”
.

En circunstancias fácticas similares a las hoy tratadas, la Sección ha utilizado este fundamento de imputación para declarar la responsabilidad estatal, por entender que el daño se atribuye al Estado teniendo en cuenta que si bien el enfrentamiento entre las fuerzas del orden y los delincuentes puede resultar legítimo, la víctima no tiene por qué soportar los perjuicios sufridos en tales circunstancias, independientemente de quién los haya causado. Bajo tal temperamento razonó en  sentencia de 7 de abril de 1994
, en la que dijo:

“Así las cosas, la Sala concluye que no hay prueba que permita establecer quién disparó el arma que lesionó a la menor.  La confusión que se presentó en el enfrentamiento donde hubo fuego cruzado, no permite saber si fue la Policía o la guerrilla la que lesionó a la menor, sin que exista la posibilidad de practicar una prueba técnica sobre el proyectil por cuanto éste salió del cuerpo de la menor.  Pero lo que sí no ofrece ninguna duda es que la menor sufrió un daño antijurídico que no tenía por qué soportar, en un enfrentamiento entre fuerzas del orden y subversivos y si bien es cierto aquellas actuaron en cumplimiento de su deber legal, la menor debe ser resarcida de los perjuicios sufridos por esa carga excepcional que debió soportar; por consiguiente, la decisión correcta fue la tomada por el a - quo, en virtud de la cual accedió parcialmente a las súplicas de la demanda”.

En síntesis, con lo que se deja visto hasta aquí, puede afirmarse que el Consejo de Estado, ha entendido que la teoría del daño especial tiene su fundamento en la equidad, puesto que existen eventos en los cuales deberá el Estado entrar a reparar los perjuicios sufridos por los individuos pese a que ningún reproche merezca su actuación, siempre que el daño ostente características de anormalidad y especialidad. Así lo expuso la Sección Tercera en sentencia de 28 de octubre de 1976
 cuando dijo:

“Es que la responsabilidad sin falta, por daño especial, encuentra su respaldo en la equidad que campea como espíritu general de la Constitución y tiene especial repercusión en los artículos 30 y 33 de dicho estatuto, constitutivos de principios generales de derecho público interno, suficiente para configurar la responsabilidad. El Estado ha cumplido, pero la Nación, tributaria de aquel y destinatario de los resultados de su gestión, se ha beneficiado a costa del desmesurado, anormal e imprevisible daño sufrido por uno de los administrados y, por equidad, debe concurrir a compensar el daño causado”(negrillas fuera de texto).
De igual manera, en sentencia de 8 de agosto de 2002, con ponencia del Magistrado Ricardo Hoyos Duque, se afirmó
:

“En síntesis, son imputables al Estado los daños sufridos por las víctimas cuando éstos excedan los sacrificios que se imponen a todos las personas y en su causación interviene una actividad estatal.
“En este régimen el hecho del tercero exonerará de responsabilidad a la administración sólo cuando sea causa exclusiva del daño, es decir, cuando éste se produzca sin ninguna relación con la actividad administrativa. Pero no la exonerará cuando el daño se cause en razón de la defensa del Estado ante el hecho del tercero, porque si bien esa defensa es legítima, el daño sufrido por las víctimas ajenas a esa confrontación es antijurídico, en cuanto éstas no tenían el deber jurídico de soportar cargas superiores a las que se imponen a todos los demás asociados.
“Y todo esto sin importar quién sea el autor material del daño que se cause durante la confrontación, es decir, si durante un enfrentamiento armado entre agentes estatales y un grupo al margen de la ley, por ejemplo, se causa una lesión a un particular ajeno a esa confrontación, para efectos de establecer la responsabilidad del Estado no es necesario que la lesión haya sido causada por uno de sus agentes” (Negrillas fuera de texto).

Tales razones llevaron a que la Sección, hacia el año 2007, nuevamente trajera la visión del daño especial en su original acepción y la aplicara al caso que tuvo lugar cuando una granada lanzada por delincuentes contra agentes de la policía nacional, infortunadamente terminó en la casa de habitación de una menor a la que causó graves lesiones. Así se  razonó en aquella providencia
:

“… En el presente caso la imputación de responsabilidad se realiza con fundamento en el daño especial, que, como se extrae de lo antes expuesto, asienta su validez en valores y principios constitucionales que han sido aplicados en reiteradas y variadas ocasiones por la jurisprudencia de esta corporación.
“El resarcimiento de los perjuicios, en aplicación de los principios de igualdad y solidaridad, debe correr a cargo del Estado, pues fue como producto de su actividad legal y legítima que Angélica M. Osorio sufrió el daño. Daño que se entiende desproporcionado en relación con las cargas que normalmente deben asumir otros ciudadanos que se encuentran en su situación y que, por consiguiente, arroja como resultado la necesidad de reequilibrar las cargas públicas.

“En adición, debe establecerse con total claridad que para el caso no resulta relevante que la granada, de acuerdo con el único testigo que observó la acción, fuera lanzada por los sujetos al margen de la ley y no por los miembros de la Policía Nacional, pues la rigurosidad debida en el análisis jurídico impone a la Sección la obligación de apreciar la situación en contexto
. Así, una visión desarticulada de lo ocurrido podría guiar a la conclusión de que se trata de un daño fruto del hecho de un tercero; sin embargo, esta posición asimilaría situaciones completamente diferentes para efectos de determinar la responsabilidad del Estado; verbigracia, tendrían la misma consecuencia el hecho que nos ocupa y aquella situación en donde un particular con intención de dañar a otro particular, y sin que medie en el más mínimo detalle la acción del Estado, lanza una granada al interior de la casa o pone un bomba al frente de ésta. En este caso se sufre un daño antijurídico, que por consiguiente debe ser resarcido, pero el título de imputación no conduce al Estado, pues es claro que este evento no contó con su intervención.

“Por el contrario, el análisis de la situación planteada hace imposible obviar que el daño es consecuencia de la operación policial que se estaba desarrollando, haciendo que el resultado de la imputación cambie respecto del ejemplo propuesto. No podría contraponerse el argumento del hecho de un tercero o de la causa extraña, pues un análisis funcional de lo ocurrido exige situar el lanzamiento de la granada por parte del sujeto al margen de la ley dentro de la acción de persecución y enfrentamiento de la delincuencia realizada por los agentes de la Policía Nacional, es decir, dentro del funcionamiento del servicio…

“… En resumen, el utilizar el daño especial como criterio de imputación en el presente caso implica la realización de un análisis que, acorde con el art. 90 Const., tome como punto de partida el daño antijurídico que sufrió la niña Angélica María Osorio; que asuma que el daño causado, desde un punto de vista jurídico y no simplemente de las leyes causales de la naturaleza, se debe entender como fruto de la actividad lícita del Estado; y, que, por consiguiente, concluya que es tarea de la administración pública, con fundamento en el principio de solidaridad interpretado dentro del contexto del Estado Social de Derecho, equilibrar nuevamente las cargas que, como fruto de su actividad, soporta en forma excesiva uno de sus asociados, alcanzando así una concreción real el principio de igualdad…

“….Esta reparación igualitaria, en cuanto responsabilidad del Estado, es reforzada en su razón de ser por la solidaridad, valor que debe animar el actuar del Estado colombiano, no sólo por su calidad de Social –y por ende redistributivo-, sino además porque el constituyente ratificó este carácter al consagrar en el Art. 1º a la solidaridad como uno de los valores fundantes del Estado, lo que ha sido reconocido por la jurisprudencia del Consejo de Estado”.
Recientemente esta Subsección
, dentro de un caso similar al que ahora se analiza, consideró que en eventos como el presente, resulta irrelevante determinar la autoría del causante del daño para imputar responsabilidad al Estado, dada la magnitud anormal o especial del daño que da lugar a la reclamación resarcitoria, independientemente de la naturaleza del hecho que lo causó. En este sentido se dijo:

“En consecuencia, acreditado como está que la muerte del señor Fonseca Cantor fue causada por un instrumento explosivo, en momentos en que se presentaba una confrontación entre las Fuerzas del orden y un grupo de indigentes del sector de El Cartucho, en concordancia con los pronunciamientos atrás citados, la Sala encuentra que resulta irrelevante determinar la autoría del causante del daño para imputar responsabilidad al Estado, toda vez que su declaratoria en estos precisos eventos solo exige que el daño se produzca en el marco de un enfrentamiento en el que estén involucradas fuerzas estatales, aspecto que al estar suficientemente probado en el proceso, impone a la Sala la necesidad de declarar la existencia de responsabilidad estatal en cabeza de la demandada, por cuanto la obligación indemnizatoria que se deduce, proviene del imperativo de protección de la víctima en aplicación de los principios de justicia y equidad
 y, por cuanto para la víctima injustamente afectada, el daño irrogado entrañó un claro rompimiento de las cargas públicas que normalmente debían soportar.”
En consecuencia, acreditado como está que las lesiones físicas del señor YESID QUEVEDO JIMENEZ fueron causadas por un artefacto explosivo, en momentos en que se presentaba una confrontación entre las Fuerzas del orden y un grupo subversivo, en concordancia con los pronunciamientos atrás citados, la Sala encuentra que resulta irrelevante determinar la autoría del causante del daño para imputar responsabilidad al Estado, toda vez que su declaratoria en estos precisos eventos solo exige que el daño se produzca en el marco de un enfrentamiento en el que estén involucradas las fuerzas estatales, aspecto que, al estar suficientemente probado en el proceso, impone a la Sala la necesidad de declarar la existencia de responsabilidad en cabeza de la demandada, por cuanto la obligación indemnizatoria que se deduce proviene del imperativo de protección de la víctima en aplicación de los principios de justicia y equidad
 y, por cuanto para la víctima injustamente afectada, el daño irrogado entrañó un claro rompimiento de las cargas públicas que normalmente debían soportar.
Por todo lo anterior, la Sala revocará la providencia recurrida, para, en su lugar, decretar la indemnización de perjuicios a que haya lugar de conformidad con el petitum de la demanda y de lo probado en el proceso. Aspecto que la Sala analiza enseguida.

6. Liquidación de perjuicios

6.1. Perjuicios Morales.

Para reclamar indemnización por las lesiones físicas padecidas por el señor YESID QUEVEDO JIMENEZ, comparecieron al proceso contencioso los señores EDIS NEY ARAGON SANCHEZ, en calidad de compañera permanente del afectado directo, JOSE JOAQUIN QUEVEDO ROMERO y CLAUDINA JIMENEZ HERNANDEZ, en calidad de padres, ANA ELVIA, DORIS, BLANCA ZENAIDA, SATURNINO, JOAQUIN, JAIME y CARLOS ALBERTO QUEVEDO JIMENEZ, en calidad de hermanos, condiciones debidamente acreditadas con copias auténticas de los registros civiles de nacimiento aportadas al expediente
. Así mismo concurrieron al proceso YURANI KATERINE VELASQUEZ ARAGON, JEISSON RICARDO y ALISSON TATIANA AVILA ARAGON en calidad de terceros damnificados.
Por concepto de daño moral se solicitó en la demanda una indemnización tasada en mil (1000) gramos de oro fino para cada uno de los demandantes, pretensión frente a la cual la Sala se remitirá a los criterios establecidos en sentencia de 6 de septiembre de 2001, expedientes Nos. 13.232 y 15.646, en la cual se determinó la necesidad de adecuar los montos indemnizatorios a salarios mínimos legales mensuales.
Así pues, en relación con el perjuicio moral ha reiterado la jurisprudencia de la Corporación que la indemnización que se reconoce a quienes sufran un daño antijurídico tiene una función básicamente satisfactoria
 y no reparatoria del daño causado y que los medios de prueba que para el efecto se alleguen al proceso pueden demostrar su existencia pero no una medida patrimonial exacta frente al dolor, por lo tanto, corresponde al juez tasar la cuantía de su reparación, teniendo en cuenta la gravedad del daño causado al demandante. La magnitud del dolor puede ser apreciada por sus manifestaciones externas y por esto se admite para su demostración cualquier tipo de prueba
.
De igual forma es clara la actual posición adoptada por la Sección, en punto a señalar que en materia de lesiones se presume la aflicción moral tanto para la víctima directa, como frente a sus parientes cercanos, presunción que no distingue si  la lesión se considera grave o leve
.

Ahora bien, la Sala considera importante precisar que en el expediente obra una copia auténtica del Dictamen para calificación de la pérdida de la capacidad laboral y determinación de la invalidez expedida por Saludcoop
 el día 17 de octubre de 2002, en la cual se determinó que las lesiones ocasionadas al señor YESID QUEVEDO JIMENEZ le produjeron una disminución de su capacidad laboral del 15.85%. 

A lo anterior se añade que la referida prueba pericial se practicó con todos los requisitos que establece la ley para su validez, esto es se decretó en el auto de pruebas
, y se corrió traslado del mismo
 sin que hubiere sido objeto de solicitud alguna de aclaración, adición u objeción por parte de los sujetos procesales intervinientes en este proceso.

De conformidad con lo anterior, en el proceso se acreditó que el señor YESID QUEVEDO JIMENEZ sufrió fracturas en la tibia y el peroné de la pierna izquierda, así como una perforación timpánica derecha y secuelas de trauma ótico bilateral y acortamiento anatómico funcional del miembro inferior izquierdo, lo cual le produjo una pérdida de su capacidad laboral del 15.85%, razón que le ocasionó profundos sentimientos de dolor, tristeza y angustia, por la cual se encuentra probado el perjuicio moral padecido por la víctima directa del daño y, por lo tanto, se le reconocerá una indemnización equivalente a 30 salarios mínimos legales mensuales vigentes.

Ahora bien, respecto del grupo familiar que demandó por la incapacidad laboral del señor YESID QUEVEDO JIMENEZ, integrado por sus padres y hermanos, encuentra la Sala acreditado además del parentesco de los mencionados actores para con la víctima directa del daño, que su entorno familiar padeció fuertes sentimientos de dolor, congoja y sufrimiento por las lesiones ocasionadas a su ser querido, circunstancia que permite le sea reconocida la indemnización deprecada por este concepto.
Ahora bien, la señora EDIS NEY ARAGON SANCHEZ y los menores YURANI KATERINE VELASQUEZ ARAGON, JEISSON RICARDO y ALISSON TATIANA AVILA ARAGON, quienes dijeron acudir en calidad de compañera permanente y terceros damnificados del afectado directo, demostraron ese hecho con la declaración que rindieron ante el Tribunal Administrativo del Meta, en cumplimiento de la comisión impartida por el a quo, los señores LUCILA BECERRA
, JOSE AVELINO TORRES TORRES
, LUZ STELLA CARDENAS
 y MARIA ADIELA GOMEZ DE CASAS
, quienes aseguraron que los antes mencionados convivían con el señor YESID QUEVEDO JIMENEZ y que habían sufrido gran dolor por las heridas padecidas por su compañero y por la persona que representaba su figura paterna
. La Sala da crédito a estos testimonios y, por lo tanto, tendrá a estos demandantes como compañera y terceros damnificados para efectos del reconocimiento de los perjuicios morales.
En este orden de ideas y en atención a lo dispuesto en sentencia de unificación de la Sala Plena de la Sección Tercera del Consejo de Estado proferida el 18 de agosto de 2014
, se reconocerá a favor de los padres y de la compañera permanente de la víctima directa una indemnización por el daño moral, en cuantía equivalente a 30 salarios mínimos legales mensuales vigentes y a favor de los hermanos, de 15 salarios mínimos legales mensuales. En igual cuantía se reconocerá a los demás demandantes que no acreditaron tener parentesco con aquéllos, pero sí su calidad de damnificados.
	Yesid Quevedo Jiménez (lesionado)
	20 SMMLV

	Edis Ney Aragón Sánchez (compañera permanente)
	20 SMMLV

	José Joaquín Quevedo Romero (padre)
	20 SMMLV

	Claudina Jiménez Hernández (madre). 
	20 SMMLV

	Ana Elvia (hermana)
	10 SMMLV

	Doris Quevedo Jiménez  (hermana)
	10 SMMLV

	Blanca Zenaida Quevedo Jiménez   (hermana) 
	10 SMMLV

	Saturnino Quevedo Jiménez  (hermano)
	10 SMMLV

	Joaquín Quevedo Jiménez  (hermano)
	10 SMMLV

	Jaime Quevedo Jiménez  (hermano)
	10 SMMLV

	Carlos Alberto Quevedo Jiménez (hermano)
	10 SMMLV

	Yurani Katherine Velásquez Aragón (tercero damnificado)
	10 SMMLV

	Alisson Tatiana Ávila Aragón (tercero damnificado)
	10 SMMLV

	Jeisson Ricardo Ávila Aragón (tercero damnificado)
	10 SMMLV


6.2.- Daño a la salud.

Se solicitó en la demanda por concepto de “perjuicios fisiológico”
 una suma equivalente a dos mil (2000) gramos de oro fino para el señor YESID QUEVEDO JIMENEZ, en razón a que “las heridas causadas a YESID QUEVEDO JIMENEZ en la pierna izquierda, la destrucción del tímpano del oído derecho, la disminución de visibilidad del ojo derecho y la fractura de la mano derecha, le han dejado defectos estéticos y físicos que lo privan de vivir más placenteramente y limitan el goce de su vida social.”
En los términos expuestos, resulta pertinente referirse a las consideraciones de la Sala Plena de la Sección Tercera, en punto al contenido del perjuicio solicitado y su identificación con el daño a la salud como una tipología de perjuicio autónomo. Expuso la Sección
:
“En otros términos, un daño a la salud desplaza por completo a las demás categorías de daño inmaterial como lo son la alteración grave a las condiciones de existencia  -antes denominado daño a la vida de relación– precisamente porque cuando la lesión antijurídica tiene su génesis en una afectación negativa del estado de salud, los únicos perjuicios inmateriales que hay lugar a reconocer son el daño moral y el daño a la salud.
“(…)

“En otros términos, se insiste, en Colombia el sistema indemnizatorio está limitado y no puede dar lugar a que se abra una multiplicidad de categorías resarcitorias que afecten la estructura del derecho de daños y la estabilidad presupuestal que soporta un efectivo sistema de responsabilidad patrimonial del Estado, motivo por el que, se itera, cuando el daño se origine en una lesión psíquica o física de la persona el único perjuicio inmaterial, diferente al moral que será viable reconocer por parte del operador judicial será el denominado “daño a la salud o fisiológico”, sin que sea posible admitir otras categorías de perjuicios en este tipo de supuestos y, mucho menos, la alteración a las condiciones de existencia, categoría que bajo la égida del daño a la salud pierde relevancia, concreción y pertinencia para indemnizar este tipo de afectaciones.
En ese orden de ideas, el concepto de salud comprende diversas esferas de la persona, razón por la que no sólo está circunscrito a la interna, sino que comprende aspectos físicos y psíquicos, por lo que su evaluación será mucho más sencilla puesto que ante lesiones iguales corresponderá una indemnización idéntica
. Por lo tanto, no es posible desagregar o subdividir el daño a la salud o perjuicio fisiológico en diversas expresiones corporales o relacionales (v.gr. daño estético, daño sexual, daño relacional familiar, daño relacional social), pues este tipo o clase de perjuicio es posible tasarlo o evaluarlo, de forma más o menos objetiva, con base en el porcentaje de invalidez decretado por el médico legista.
De allí que no sea procedente indemnizar de forma individual cada afectación corporal o social que se deriva del daño a la salud, como lo hizo el tribunal de primera instancia, sino que el daño a la salud se repara con base en dos componentes: i) uno objetivo determinado con base en el porcentaje de invalidez decretado y ii) uno subjetivo, que permitirá incrementar en una determinada proporción el primer valor, de conformidad con las consecuencias particulares y específicas de cada persona lesionada.
Así las cosas, el daño a la salud permite estructurar un criterio de resarcimiento fundamentado en bases de igualdad y objetividad, de tal forma que se satisfaga la máxima “a igual daño, igual indemnización”
.
En consecuencia, se adopta el concepto de daño a la salud, como perjuicio inmaterial diferente al moral que puede ser solicitado y decretado en los casos en que el daño provenga de una lesión corporal, puesto que el mismo no está encaminado al restablecimiento de la pérdida patrimonial, ni a la compensación por la aflicción o el padecimiento que se genera con aquél, sino que está dirigido a resarcir económicamente –como quiera que empíricamente es imposible– una lesión o alteración a la unidad corporal de la persona, esto es, la afectación del derecho a la salud del individuo.
“(…)

“En consecuencia, el daño moral satisface la indemnización de la órbita interna y aflictiva del ser humano; el daño a la salud garantiza un resarcimiento más o menos equitativo y objetivo en relación con los efectos que produce un daño que afecta la integridad psicofísica de la persona; y, por último, será oportuno que se analice la posibilidad por parte de esta Corporación –siempre que los supuestos de cada caso lo permitan– de que se reparen los demás bienes, derechos o intereses jurídicos de la víctima directa o de los perjudicados que logren acreditar efectivamente que padecieron ese daño autónomo e independiente, sin que quede cobijado por la tipología antes delimitada (v.gr. el derecho al buen nombre). La aplicación de esta tipología del daño garantiza la reparación estática y dinámica del perjuicio, esto es los efectos internos y externos, subjetivos y objetivos, individuales y colectivos que la lesión antijurídica o injusta desencadena en el sujeto y las personas que constituyen su entorno.” (Destaca la Sala)
Para la reparación del daño a la salud se reiteran los criterios contenidos en las sentencias de unificación del 14 de septiembre de 2011, exps. 19031 y 38222 proferidas por esta misma Sala, en el sentido de que la regla en materia indemnizatoria, es de 10 a 100 SMMLV, sin embargo en casos de extrema gravedad y excepcionales se podrá aumentar hasta 400 SMMLV, siempre que esté debidamente motivado, todo ello con aplicación del prudente juicio del juez, para lo cual se tendrá en cuenta la gravedad y naturaleza de la lesión padecida.
En este orden de ideas, habida consideración del contenido del dictamen No. 002 de fecha 17 de septiembre de 2002, rendido por la Clínica Saludcoop, en el que se determinó que el señor Yesid Quevedo Jiménez presentó una disminución de su capacidad laboral del 15.85%, se modificará la sentencia de primera instancia y se reconocerá a su el equivalente a 47.55 S.M.L.M.V, teniendo en cuenta las lesiones sufridas y su repercusión en sus actividades diarias, dada la disminución de su sentido auditivo y sus dificultades para caminar.

6.3.- Perjuicios materiales

*.- Lucro cesante.

Se solicitó en la demanda una indemnización por este concepto correspondiente a la suma de $160.000.000., a favor del lesionado YESID QUEVEDO JIMENEZ, la compañera permanente EDIS NEY ARAGON SANCHEZ y los terceros damnificados YURANI KATERINE VELASQUEZ ARAGON, JEISSON RICARDO y ALISSON TATIANA AVILA ARAGON.
En efecto, se encuentra demostrado, con fundamento en la certificación expedida por el Gerente de la Constructora Convesa Ltda.
, y con los testimonios de los señores JOSE AVELINO TORRES TORRES
, LUZ STELLA CARDENAS
 y MARIA ADIELA GOMEZ DE CASAS, que el señor YESID QUEVEDO JIMENEZ desarrollaba una actividad productiva relacionada con la conducción de vehículos.
De otra parte resulta importante aclarar que si bien en la demanda se solicitó que la indemnización correspondiente a perjuicios materiales fuera reconocida tanto para la víctima directa del daño como para su compañera permanente y quienes figuran como terceros damnificados, lo cierto es que, teniendo en cuenta que al señor YESID QUEVEDO JIMENEZ se le reconocerá el 100% de la indemnización que por lucro cesante le corresponde, no hay lugar a reconocer montos adicionales por ese mismo concepto con destino a los referidos demandantes.
· Indemnización debida o consolidada:
Se tomará como base el salario que el señor YESID QUEVEDO JIMENEZ percibía al momento de ocurrencia de los hechos y que fue certificado por la Constructora Convensa en un valor de $270.000, sin perjuicio de adoptar el del presente año 2014, siempre que el primero resulte inferior –una vez actualizado a valor presente–, por razones de equidad
.   
Ra = Rh ($ 270.700) índice final – diciembre/2015 (126.15)



            Índice inicial – marzo/1998 (48.23)

Ra = 708.041,00

Toda vez que el valor actualizado es superior al salario mínimo mensual legal vigente a la fecha de esta providencia, se liquidará el lucro cesante con aplicación de esta última suma ($708.041,00), previo incremento del 25% ($177.010,25), por concepto del factor prestacional, lo que determina un ingreso base de liquidación de: ($885.051,25); la incapacidad que se le dictaminó al actor fue de 15.85%, razón por la cual el salario base de liquidación es de $140.28,00 (Ra).
En donde,

S = Ra x (1+ i)n - 1    

                  i

S =  Es la indemnización a obtener;

Ra = 140.281,00

I = Interés puro o técnico: 0.004867

N = Número de meses que comprende el período indemnizable
.

S = $ 140.281,00 x (1+ 0.004867)214,1 - 1    

                  

0.004867

S =  $ 52.646.714,55

Total indemnización debida = $52.646.714,55

· Indemnización futura:

Para la fecha de ocurrencia de los hechos, el demandante tenía 25 años de edad y, por ende, una probabilidad de vida adicional de 55.1 años
, equivalentes a 661.2 meses, de los cuales se descontará el período consolidado (214.1 meses), lo cual arroja un total de 447.1 meses.

La indemnización futura se calculará con base en la siguiente fórmula:

S = Ra x (1+ i)n - 1    

      i (1+ i)n

En donde,
S = Es la indemnización a obtener

Ra =$ 140.281,00 

I = Interés puro o técnico: 0.004867

Reemplazando, se tiene que:

S =  $ 140.281,00 x         (1+ 0.004867)447.1 - 1    

 
            0.004867 (1+ 0.004867)447.1

S = $ 25.537.164,91

Total indemnización futura = $ 25.534.451,80

Total perjuicios materiales: $ 78.181.166,35
*.- Daño emergente

Comoquiera que en la demanda no se solicitó la indemnización por tal concepto, no se realizará pronunciamiento alguno al respecto.
7. Costas 

Finalmente, toda vez que para el momento en que se profiere este fallo, el artículo 171 del Código Contencioso Administrativo contenido en el Decreto Ley 01 de 1984, como fuera modificado por el artículo 55 de la Ley 446 de 1998 indica que sólo hay lugar a la imposición de costas cuando alguna de las partes haya actuado temerariamente y, debido a que ninguna procedió de esa forma en el sub lite, no habrá lugar a imponerlas.

En mérito de lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, Subsección A, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,

R E S U E L V E:

REVOCAR la sentencia apelada, esto es la proferida el 15 de diciembre de 2004 por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Sala de Descongestión, de conformidad con lo expuesto en la parte considerativa de esta providencia y, en su lugar, se dispone:

PRIMERO.- DECLARAR a la NACION – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL responsable administrativamente de los perjuicios causados a la parte actora con ocasión de las lesiones físicas padecidas por el señor YESID QUEVEDO JIMENEZ en hechos ocurridos el día 23 de marzo de 1998. 

SEGUNDO.- Como consecuencia de la anterior declaración, CONDENAR a la NACION – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL, a pagar las siguientes sumas:

  *.- Por concepto de perjuicios morales para cada uno de los demandantes, en los valores que se indican a continuación: 
	Yesid Quevedo Jiménez (lesionado)
	20 SMMLV

	Edis Ney Aragón Sánchez (compañera permanente)
	20 SMMLV

	José Joaquín Quevedo Romero (padre)
	20 SMMLV

	Claudina Jiménez Hernández (madre). 
	20 SMMLV

	Ana Elvia (hermana)
	10 SMMLV

	Doris Quevedo Jiménez  (hermana)
	10 SMMLV

	Blanca Zenaida Quevedo Jiménez   (hermana) 
	10 SMMLV

	Saturnino Quevedo Jiménez  (hermano)
	10 SMMLV

	Joaquín Quevedo Jiménez  (hermano)
	10 SMMLV

	Jaime Quevedo Jiménez  (hermano)
	10 SMMLV

	Carlos Alberto Quevedo Jiménez (hermano)
	10 SMMLV

	Yurani Katherine Velásquez Aragón (tercero damnificado)
	10 SMMLV

	Alisson Tatiana Ávila Aragón (tercero damnificado)
	10 SMMLV

	Jeisson Ricardo Ávila Aragón (tercero damnificado)
	10 SMMLV


*..- Por concepto de daño a la salud una suma equivalente a cuarenta y siete punto cincuenta y cinco (47,55) salarios mínimos legales mensuales vigentes a favor del señor Yesid Quevedo Jiménez.

*.- Por concepto de perjuicios materiales, en la modalidad de lucro cesante, la suma de setenta y ocho millones ciento ochenta y un mil ciento sesenta y seis pesos con treinta y cinco centavos ($78.181.166,35) a favor del señor Yesid Quevedo Jiménez.

TERCERO.- NEGAR las demás pretensiones de la demanda. 

CUARTO.- Para el cumplimiento de esta sentencia expídanse copias con destino a las partes, con las precisiones del art. 115 del Código de Procedimiento Civil y con observancia de lo preceptuado en el art. 37 del Decreto 359 de 22 de febrero de 1995. Las copias destinadas a la parte actora serán entregadas al apoderado judicial que ha venido actuando.

QUINTO.- Las condenas se cumplirán en los términos de los Arts. 176 a 178 del C.C.A.

SEXTO.- Sin costas  (Art. 55 de la ley 446 de 1998.).

COPIESE, NOTIFIQUESE, CUMPLASE, PUBLIQUESE Y DEVUELVASE

HERNAN ANDRADE RINCON

MARTA NUBIA VELÁSQUEZ RICO

CARLOS ALBERTO ZAMBRANO BARRERA
� Folios 9 a 39 del cuaderno principal.


� Folio 39 vlto del cuaderno principal.


� Folio 43 del cuaderno principal.


� Folio 45 del cuaderno principal.


� Folio 43 reverso del cuaderno principal.


� Folios 54 a 56 del cuaderno principal.


� Folios 57 a 59 del cuaderno principal.


� Folio 144 del cuaderno principal.


� Folios 145 a 151 del cuaderno principal.


� Folios 164 a 170 del cuaderno del Consejo de Estado.


� Folios 177 a 181 del cuaderno del Consejo de Estado.


� Folio 148 del cuaderno del Consejo de Estado.


� Folios 186, 187 del cuaderno del Consejo de Estado.


� Folio 39 vlto del cuaderno principal.


� Folio 36 del cuaderno principal. 


� Decreto 597 de 1988.


� En este sentido puede consultarse la sentencia de 3 de octubre de 2007, Expediente: 15.985, Consejero Ponente: Dr. Mauricio Fajardo Gómez.


� En similares términos regulaba el Código Contencioso Administrativo el tema de la representación judicial de la Nación, antes de las modificaciones introducidas por la Ley 446 de 1998. La norma vigente a la fecha de presentación de la demanda señalaba: “Articulo 149. Representación de las personas de derecho público. Las entidades públicas y las privadas que cumplan funciones públicas podrán obrar como demandantes, demandadas o intervinientes en los procesos contencioso administrativos, por medio de sus representantes, debidamente acreditados. Ellas podrán incoar todas las acciones previstas en este código si las circunstancias lo ameritan.


En los procesos contencioso administrativos la Nación estará representada por el ministro, jefe de departamento administrativo, superintendente, Registrador Nacional del Estado Civil, procurador o contralor, según el caso; en general, por la persona de mayor jerarquía en la entidad que expidió el acto o produjo el hecho. 


Sin embargo, el Ministro de Gobierno representa a la Nación en cuanto se relacione con el Congreso y el de justicia en lo referente a la Rama Jurisdiccional.


En los procesos sobre impuestos, tasas o contribuciones, la representación de las entidades públicas la tendrán el Director General de Impuestos Nacionales en lo de su competencia, o el funcionario que expidió el acto.


(…) (Se destaca)


� IBAÑEZ NAJAR, Jorge Enrique, Estudios de derecho constitucional y administrativo, Ed. Legis, Bogotá, segunda edición, 2007, p. 222.


� Artículo 80 de la Ley 153 de 1887


� En este sentido puede consultarse, entre otras providencias, la sentencia de 18 de junio de 2008, Expediente: 70001-23-31-000-2003-00618-01(AP), Consejera ponente: Dra. Ruth Stella Correa Palacio.


� Al respecto puede consultarse la sentencia de septiembre 4 de 1997, Radicación número: 10285, Consejero Ponente: Dr. Ricardo Hoyos Duque. En el mismo sentido sentencia de 7 de diciembre de 2004, Ref. 14.676 (0491), Consejero Ponente: Dr. Alier E. Hernández Enríquez.


� Sentencia C-619 de 2002, criterio reiterado en la sentencia  C-306 de 2004.


� En este sentido se pronunció la Sección en Sentencia de 28 de enero de 2009, Radicación número: 19001-23-31-000-1999-00107-01(23678), Consejero ponente: Dr. Mauricio Fajardo Gómez.


� Resoluciones vigentes antes y después de la fecha de notificación de la demanda, respectivamente.


� Decreto derogado expresamente por el artículo 121 de la Ley 489 de 1998.


� Folios 14-24, 128-135, 171-212, 294-305 del cuaderno único de pruebas


� Folio 136 del cuaderno único de pruebas


� Folios 146 a 147 del cuaderno único de pruebas


� A folios 118 a 120 del cuaderno principal obra el Dictamen para calificación de la pérdida de la capacidad laboral y determinación de la invalidez, emitido por la Clínica Saludcoop, en el que se determinó un porcentaje de pérdida de capacidad laboral consistente en una incapacidad permanente parcial del 15.85%.   


� Expediente 21.515.


� CONSEJO DE ESTADO, C.p. Pedro Gómez Parra, septiembre 30 de 1949.


� Consejo de Estado, Sección Tercera, expediente No. 4655, C.p. Dr. Antonio José Irisarri Restrepo, en Extractos de Jurisprudencia del Consejo de Estado, primer trimestre de 1989, Tomo III, Publicaciones Caja Agraria, Bogotá, p. 249 y 250.


� Consejo de Estado. Sección Tercera. Exp 9261


� Consejo de Estado. Sección Tercera. Sentencia de 28 de octubre de 1976. Consejero Ponente, Dr. Jorge Valencia Arango. Exp 1482.


� Consejo de Estado. Sección Tercera. Exp 10952


�  Consejo de Estado, Sección Tercera, sentencia del 3 de mayo de 2007, Exp. 16696, Consejero Ponente Dr. Enrique Gil Botero.


� Cita original del fallo. Interpretación en contexto que supera el simple análisis de causalidad material, y aborda el título de imputación en cuanto reelaboración gnoseológica jurídica sobre la causalidad. En este sentido, GIL BOTERO Enrique, Temas de responsabilidad extracontractual del Estado, Ed. Comlibros, 3ª. Ed, Bogotá, Medellín, 2006, p. 223.


� Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera - Subsección A, sentencia de 12 de febrero de 2014, exp. 28675


� Lo antes dicho, no resulta un razonamiento novedoso, sino que, por el contrario, proviene de vieja data. En sentencia de 7 de abril de 1994, exp 9261 ya la Sección había dicho:


“Así las cosas, la Sala concluye que no hay prueba que permita establecer quien disparó el arma que lesionó a la menor.  La confusión que se presentó en el enfrentamiento donde hubo fuego cruzado, no permite saber si fue la Policía o la guerrilla la que lesionó a la menor, sin que exista la posibilidad de practicar una prueba técnica sobre el proyectil por cuanto éste salió del cuerpo de la menor.  Pero lo que sí no ofrece ninguna duda es que la menor sufrió un daño antijurídico que no tenía porqué soportar, en un enfrentamiento entre fuerzas del orden y subversivos y si bien es cierto aquellas actuaron en cumplimiento de su deber legal, la menor debe ser resarcida de los perjuicios sufridos por esa carga excepcional que debió soportar; por consiguiente, la decisión correcta fue la tomada por el a - quo, en virtud de la cual accedió parcialmente a las súplicas de la demanda”.


En caso similar al hoy estudiado, en sentencia de 8 de agosto de 2002, con ponencia del Dr Ricardo Hoyos Duque se afirmó:


En síntesis, son imputables al Estado los daños sufridos por las víctimas cuando éstos excedan los sacrificios que se imponen a todos las personas y en su causación interviene una actividad estatal.


En este régimen el hecho del tercero exonerará de responsabilidad a la administración sólo cuando sea causa exclusiva del daño, es decir, cuando éste se produzca sin ninguna relación con la actividad administrativa. Pero no la exonerará cuando el daño se cause en razón de la defensa del Estado ante el hecho del tercero, porque si bien esa defensa es legítima, el daño sufrido por las víctimas ajenas a esa confrontación es antijurídico, en cuanto éstas no tenían el deber jurídico de soportar cargas superiores a las que se imponen a todos los demás asociados. 


Y todo esto sin importar quién sea el autor material del daño que se cause durante la confrontación, es decir, si durante un enfrentamiento armado entre agentes estatales y un grupo al margen de la ley, por ejemplo, se causa una lesión a un particular ajeno a esa confrontación, para efectos de establecer la responsabilidad del Estado no es necesario que la lesión haya sido causada por uno de sus agentes. (Negrillas fuera de texto).





� Lo antes dicho, no resulta un razonamiento novedoso, sino que, por el contrario, proviene de vieja data. En sentencia de 7 de abril de 1994, exp 9261 ya la Sección había dicho:


“Así las cosas, la Sala concluye que no hay prueba que permita establecer quien disparó el arma que lesionó a la menor.  La confusión que se presentó en el enfrentamiento donde hubo fuego cruzado, no permite saber si fue la Policía o la guerrilla la que lesionó a la menor, sin que exista la posibilidad de practicar una prueba técnica sobre el proyectil por cuanto éste salió del cuerpo de la menor.  Pero lo que sí no ofrece ninguna duda es que la menor sufrió un daño antijurídico que no tenía por qué soportar, en un enfrentamiento entre fuerzas del orden y subversivos y si bien es cierto aquellas actuaron en cumplimiento de su deber legal, la menor debe ser resarcida de los perjuicios sufridos por esa carga excepcional que debió soportar; por consiguiente, la decisión correcta fue la tomada por el a - quo, en virtud de la cual accedió parcialmente a las súplicas de la demanda”.





En caso similar al hoy estudiado, en sentencia de 8 de agosto de 2002, con ponencia del Dr Ricardo Hoyos Duque se afirmó: 





En síntesis, son imputables al Estado los daños sufridos por las víctimas cuando éstos excedan los sacrificios que se imponen a todos las personas y en su causación interviene una actividad estatal.


En este régimen el hecho del tercero exonerará de responsabilidad a la administración sólo cuando sea causa exclusiva del daño, es decir, cuando éste se produzca sin ninguna relación con la actividad administrativa. Pero no la exonerará cuando el daño se cause en razón de la defensa del Estado ante el hecho del tercero, porque si bien esa defensa es legítima, el daño sufrido por las víctimas ajenas a esa confrontación es antijurídico, en cuanto éstas no tenían el deber jurídico de soportar cargas superiores a las que se imponen a todos los demás asociados. 


Y todo esto sin importar quién sea el autor material del daño que se cause durante la confrontación, es decir, si durante un enfrentamiento armado entre agentes estatales y un grupo al margen de la ley, por ejemplo, se causa una lesión a un particular ajeno a esa confrontación, para efectos de establecer la responsabilidad del Estado no es necesario que la lesión haya sido causada por uno de sus agentes. (Negrillas fuera de texto).


� Folios 1 a 13 del cuaderno único de pruebas. 


�  En tratándose del perjuicio o daño moral por la muerte o las lesiones de un ser querido o de la víctima directa, la indemnización tiene un carácter satisfactorio, toda vez que -por regla general- no es posible realizar una restitución in natura, por lo que es procedente señalar una medida de satisfacción de reemplazo, consistente en una indemnización por equivalencia dineraria. Al respecto puede consultarse el criterio doctrinal expuesto por el Dr. RENATO SCOGNAMIGLIO, en su obra El daño moral. Contribución a la teoría del daño extracontractual. traducción de Fernando Hinestrosa, Bogotá, Edit. Antares, 1962, pág. 46.


�  Ver, por ejemplo, sentencia de 2 de junio de 2004, expediente: 14.950.  En el mismo sentido, se ha determinado que es razonable que el juez ejerza su prudente arbitrio al estimar el monto de la compensación por el perjuicio moral y que para el efecto ha de tenerse en consideración los lineamientos expresados en el artículo 16 de la Ley 446 de 1998, en virtud de los cuales, dentro de los procesos contencioso administrativos: “la valoración de daños irrogados a las personas y a las cosas, atenderá los principios de reparación integral y equidad.” 


� En tal sentido pueden consultarse las siguientes providencias: Sentencia de  4 de octubre de 2007. Radicación número: 05001-23-31-000-1991-00789-01(15567). Consejero ponente: Dr. Enrique Gil Botero; Sentencia de 18 de marzo de 2010. Radicación número: 05001-23-31-000-1996-00145-01(18569). Consejero ponente: Dr. Enrique Gil Botero; y, Sentencia 25 de febrero de 2009. Radicación número: 18001-23-31-000-1995-05743-01(15793). Consejera ponente: Dra. Myriam Guerrero de Escobar.


� Folios 118 a 120 del cuaderno principal.  


� Folios 57 a 59 del cuaderno principal.  


� Folio 122 del cuaderno principal.  


� Folios 73 a 76 del cuaderno único de pruebas.  


� Folios 77 a 80 del  cuaderno único de pruebas.   


� Folios 83 a 86 del  cuaderno único de pruebas.   


� Folios 87 a 90 del  cuaderno único de pruebas.   


� Los citados testigos en su condición de vecinos de los hoy demandantes, son coincidentes en afirmar que reconocen a la señora EDIS NEY ARAGON SANCHEZ como la compañera permanente del señor YESID QUEVEDO JIMNEZ y que conviven bajo el mismo techo durante ya varios años y que si bien los menores YURANI KATERINE VELASQUEZ ARAGON, JEISSON RICARDO y ALISSON TATIANA AVILA ARAGON son hijos únicamente del señora ARAGON SANCHEZ, el trató del señor QUEVEDO para con ellos es el de un padre, pues según afirmaron, el cuida de ellos, provee lo necesario para su alimento y educación, además de las relaciones afectivas que entre ellos se presenta.  


� Proceso No. 31.170, actor: Luis Fernando Isaza Córdoba y otros


� Folio 14 del cuaderno principal. 


� Sentencia de 14 de septiembre de 2011, expediente 38.222, Consejero Ponente: Dr. Enrique Gil Botero.


� “Este estado de cosas no sólo deja la sensación de desorden, sino que también crea desigualdades entre víctimas, cuyos intereses aparecen, en igual medida, dignos de protección; así pues, el problema de fondo es el de establecer los límites, que deben ser “límites razonables”, determinados sí, en términos jurídicos.” CORTÉS, Edgar Ob. Cit. Pág. 57. 


� “En el histórico fallo 184  de 1986 la Corte Constitucional italiana afirmó que el criterio de liquidación que debe adoptarse para el resarcimiento del daño biológico “debe, de un lado, responder a una uniformidad pecuniaria de base (el mismo tipo de lesión no puede valorarse de manera diferente para cada sujeto) y, de otro, debe ser suficientemente elástico y flexible para adecuar la liquidación del caso concreto a la incidencia efectiva de la lesión sobre las actividades de la vida cotidiana, por medio de las cuales se manifiesta concretamente la eficiencia sicofísica del sujeto perjudicado.” ROZO Sordini, Paolo “El daño biológico”, Ed. Universidad Externado de Colombia, Bogotá, pág. 209 y 210. 


� Folio 141 del cuaderno único de pruebas.   


� Folios 77 a 80 del cuaderno único de pruebas.   


� Folios 83 a 86 del cuaderno único de pruebas.   


� Ver sentencia de 7 de abril de 2011, exp. 19.256, entre muchas otras decisiones.


� Desde la fecha del hecho (marzo de 1998) hasta la fecha de la presente sentencia (enero de 2015).


� Resolución No. 1555 del 30 de julio de 2010, proferida por la Superintendencia Financiera.





